VOTO RAZONADO DEL JUEZ CHARLES N. BROWER(((








1. Comparto los puntos de vista expresados por un distinguido Juez Ad Hoc de la Corte Internacional de Justicia en relación con el rol del Juez Ad Hoc: Al “ejercer sus atribuciones imparcialmente y a conciencia,” tiene





the special obligation to endeavour to ensure that, so far as is reasonable, every relevant argument in favour of the party that has appointed him has been fully appreciated in the course of collegial consideration and, ultimately, is reflected – though not necessarily accepted – in any separate or dissenting opinion that he may write.�





(la obligación especial de esforzarse por asegurar que, hasta donde sea razonable, cada argumento relevante, que sea favorable a la parte que lo ha nombrado, haya sido completamente apreciado en el curso de la consideración colegiada, y que finalmente sea reflejedo – aunque no necesariamente sea aceptado – en cualquier voto concurrente o disidente que pueda escribir.(Traducción de la Secretaría)(





Así en principio, escribo, con el propósito de cumplir mi última obligación de carácter público. De igual manera, escribo también, para sugerir un fundamento adicional de la competencia de la Corte en relación con hechos anteriores al 27 de julio de 1993, fecha en que Bolivia aceptó la competencia contenciosa de la Corte de conformidad con el  artículo 62.1 de la Convención.�





2. En relación con lo primero, me he adherido íntegramente a la Sentencia, la encuentro, en su conjunto y tomando en cuenta todas las circunstancias, correcta y equitativa.  La Sentencia respeta los hechos loables de la aceptación sin reservas, hecha por parte de Bolivia desde el inicio del procedimiento, ante la Comisión,� de su responsabilidad internacional por los hechos que originaron el presente caso; su disculpa expresa por escrito dirigida a la madre de la víctima; la transparencia con que ha manejado las dificultades suscitadas en relación con las investigaciones llevadas a cabo en Bolivia; y su disposición a iniciar negociaciones en busca de una solución amistosa en materia de reparaciones oferta que lamentablemente,  no fue aceptada por los familiares de la víctima.  Es evidente que Bolivia hubiera preferido que las reparaciones ordenadas en la presente Sentencia fueran sustancialmente más modestas tanto en alcance, como en grado.  Estoy satisfecho, en todo caso,  al considerar el asunto “imparcialmente y a conciencia”, como estoy obligado a hacerlo�, que la jurisprudencia desarrollada por la Corte, aplicada a la totalidad del expediente ante ella en el presente caso, no podía haber contemplado menos.





3. En relación con lo segundo, cabe recordar que en el Caso Blake,� como en el presente, la desaparición de la víctima antecede a la aceptación formal por parte del Estado de la competencia contenciosa de la Corte. Sin embargo, a diferencia de Bolivia en el presente caso, el Estado, en esa oportunidad sostuvo que, como consecuencia, la Corte carecía de competencia. La Corte concluyó que tal excepción debía “considerarse infundada en cuanto a los efectos y conductas posteriores a” la aceptación de competencia del Estado y que, por esta razón, la Corte “t(enía( competencia para conocer de las posibles violaciones que imputa la Comisión al propio Gobierno en cuanto a dichos efectos y conductas”.�





4. En la presente Sentencia la Corte, después de tomar en cuenta el mismo punto sobre la competencia, lo ha resuelto con base en los fundamentos del Caso Blake.  Al hacerlo, ha otorgado un valor adicional al hecho de que Bolivia decidió no interponer ninguna excepción a la competencia, y al hecho de que el Tribunal Constitucional de Bolivia ha confirmado recientemente, respecto de los hechos objeto de análisis, que la “privación ilegal de libertad o detenciones ilegales (…( es un delito permanente” cuyo plazo de prescripción empieza a contarse sólo cuando dicho delito ha cesado, i.e., desde que el individuo detenido recupera la libertad (parr. 72).





5. A pesar de que, en mi opinión, la Corte ha actuado correctamente en este punto, creo que debió haber fundado su competencia para la totalidad del caso además  en el principio más amplio de forum prorogatum, i.e., “la aceptación voluntaria e indiscutible de la competencia de la Corte”� por parte de Bolivia, a través del “consentimiento tácito de las partes, deducido de su conducta en sus alegatos de fondo sobre (la( pretensión … sin cuestionar la competencia”.�  En este punto la jurisprudencia y práctica de la Corte Internacional de Justicia y su predecesora, la Corte Permanente de Justicia Internacional, excelentemente recopilada y explicada por Rosenne,� es ilustrativa:





The Court, taking a broad functional and teleological view of [its] Statute, … “cannot hold to be irregular a proceeding which is not precluded by any provision” in the texts governing the working of the Court.�





(La Corte, tomando en cuenta una interpretación funcional y teleológica de (su( Estatuto, …“no puede tener por irregular un procedimiento no excluido por ninguna disposición” de los textos que gobiernan el trabajo de la Corte. (traducido por la Secretaría.((





En consecuencia, el principio es aplicable para perfeccionar la competencia ratione materiae, como en el presente caso,  así como también ratione personae.�





6. Definitivamente la aceptación de competencia de la Corte, sobre esta base, no se encuentra “excluid(a( por ninguna disposición” en la Convención, en el Estatuto de la Corte o su Reglamento.  El artículo 62 de la Convención es básicamente paralelo al artículo 36 del Estatuto de la Corte Internacional de Justicia.  El artículo 62.3 de la Convención establece que 





La Corte tiene competencia para conocer de cualquier caso relativo a la interpretación y aplicación de las disposiciones de esta Convención que le sea sometido, siempre que los Estados partes en el caso hayan reconocido o reconozcan dicha competencia, ora por declaración especial, … ora por convención especial. 





De manera similar, el artículo 36.1 del Estatuto de la Corte Internacional de Justicia contempla que “[l]a competencia de la Corte se extiende a todos los litigios que las partes le sometan...”, así como a otros no relevantes en el caso que nos ocupa; y en el artículo 36.2 y 3 establece las declaraciones formales  y acuerdos especiales, como los medios ordinarios de aceptación de la competencia, sin designarlos como los únicos medios. 





7. De la misma manera, ningún precepto de los Reglamentos de  cualquiera de las Cortes “excluye” la aceptación de la competencia con base en el principio de forum prorogatum.  El artículo 33.1 del Reglamento de esta Corte no incluye el fundamento para la competencia como requisito de la demanda. El “escrito de la demanda expresará” solamente





las partes en el caso, el objeto de la demanda, una exposición de los hechos, las pruebas ofrecidas indicando los hechos sobre los cuales versarán, la individualización de los testigos y peritos, los fundamentos de derecho y las conclusiones pertinentes …





Sólo después del advenimiento moderno� del principio de forum prorogatum, el Reglamento de la Corte Internacional de Justicia fue modificado para incluir en el articulo 38.2 el requisito de que “(l(a demanda deberá especificar en la medida de lo posible los fundamentos legales sobre los cuales se alega la competencia de la Corte” (énfasis agregado), El hecho de que la frase “en la medida de lo posible” fue incluida sólo como una aspiración, según lo confirma Rosenne�, dejando intacto el principio de forum prorogatum, es evidenciado por la disposición del artículo 38.5, que establece los procedimientos administrativos a seguirse cuando “el Estado demandante propone fundamentar la competencia de la Corte en un consentimiento (…( aún no dado o manifestado por el Estado contra el cual la demanda es presentada …”





8. Finalmente, tal como los litigantes ante la Corte Internacional de Justicia, basándose en el principio de forum prorogatum, han prontamente señalado, el principio es compatible, e incluso impuesto, por la norma contenida en el artículo 36.3 de la Carta de las Naciones Unidas, según el cual “las controversias de orden jurídico, por regla general, deben ser sometidas por las partes a la Corte Internacional de Justicia”, el que a su vez es una aplicación específica del imperativo más amplio, señalado en el artículo 1.1 de la Carta, “lograr por medios pacíficos … el ajuste o arreglo de controversias o situaciones internacionales …”�





9. Yo noto que esta Corte, tal como su jurisprudencia lo indica, nunca hasta este momento se ha referido, o le ha sido solicitado que se refiera, a la posibilidad de constituirse en un forum prorogatum.  Siendo éste el caso, una cierta renuencia a referirse a ella ahora, cuando no pareciera necesario, es comprensible.  Sin duda es apropiado tener precaución, como norma general, dado que el principio no carece de críticos.� Sin embargo, hubiera pensado, que cualquier preocupación podría haber sido atenuada por la inmediata y absoluta aceptación de responsabilidad internacional por parte de Bolivia, basada en la aceptación de los hechos alegados, dejando únicamente las formas de reparación en discusión.  Por las razones expuestas, me veo obligado a exponer el asunto, teniendo la convicción de que la invocación por parte de la Corte del principio de forum prorogatum en el presente caso, más allá a los fundamentos (bastante apropiados, en mi opinión) en que se basa, pudo haber tornado la afirmación de competencia de la Corte en el presente caso, aún menos discutible. Además, hubiera sentado un importante precedente para posteriores aclaraciones a los Estados Parte en la Convención, sobre los fundamentos en que se asienta la competencia de la Corte.  En todo caso, estas observaciones pueden servir como una invitación a futuras discusiones.














Charles N. Brower


Juez Ad Hoc

















Manuel E. Ventura Robles


Secretario


((( Este es una traducción, el original de este voto fue redactado en inglés. 


 


� Application of the Convention on the Prevention and Punishment of the Crime of Genocide, Provisional Measures, Order of 13 September 1993, I.C.J. Reports 1993, p. 409 (separate opinion of Judge Lauterpacht).





� Convención Americana sobre Derechos Humanos, en adelante “la Convención”.





� Comisión Interamericana de Derechos Humanos, en adelante “la Comisión”.





� Conforme a los artículos 10.5 y 11 del Estatuto de la Corte,  he rendido juramento para “ejerc[er] mis funciones de juez con honradez, independencia e imparcialidad ...”





� Corte I.D.H., Caso Blake, Excepciones Preliminares, Sentencia de 2 de julio de 1996. Serie C No. 27.


� Caso Blake  (Excepciones Preliminares), parr. 40.





� Corfu Channel Case, Judgment on Preliminary Objection: I.C.J. Reports 1948, p. 27.





� Rosenne, Shabtai. The Law and Practice of the International Court, 1920 – 1996, (3rd Edition) Volume II Jurisdiction, Martinus Nijhoff Publishers, The Hague, The Netherlands, 1997, p. 714, refiriéndose al Corfu Channel Case, Judgment of April 9th, 1949: I.C.J Reports 1949, p. 25. Véase también Mavrommatis Case citado por Rosenne, p. 699:





It seems hard to deny that the submission of arguments on the merits, without making reservations in regard to the question of jurisdiction, must be regarded as an unequivocal indication of the desire of a State to obtain a decision on the merits of a suit ….





(Parece difícil negar que la presentación de alegatos sobre el fondo, sin hacer reservas sobre el tema de la competencia, debe ser tomado como una indicación inequívoca del deseo del Estado de obtener una decisión sobre el fondo de una demanda … (Traducción de la Secretaría)(





A fortiori, Bolivia, habiendo admitido expresamente los alegatos de hecho del presente caso y habiendo aceptado plenamente su responsabilidad internacional por sus consecuencias, su conducta no puede ser tomada sino  como sometiéndose a la competencia de la Corte en relación con la totalidad del caso.


� Rosenne, pp. 695 – 725.





� Rosenne, p. 708, citando al Corfu Channel Case (Preliminary Objection) 1948, p. 28.  Véase también Application of the Convention on the Prevention and Punishment of the Crime of Genocide, Preliminary Objections, Judgment, I.C.J. Reports 1996, pp. 620 - 621.





� Rosenne, pp. 707 – 708.





� Rosenne (p. 696) remonta el principio al Derecho Romano.





� Rosenne, pp. 702 – 705.





� Ver, e.g., Ambatielos Case and Anglo – Iranian Oil Co. Case analizado por Rosenne, pp. 708 – 712.





� Por eso Rosenne, no obstante refiriéndose al altamente “político” Anglo – Iranian Case Oil Co., en el cual estuvo involucrado también el Consejo de Seguridad, observa que (p. 711): 





The possibility of grave political consequences may indicate the need for restraint on the expansionist tendencies inseparable from the very notion of forum prorogatum.





(La posibilidad de consecuencias políticas graves puede ser una indicación de la necesidad  de restringir las tendencias expansionistas que son inseparables de la noción misma de forum prorogatum (Traducción de la Secretaría.)(





Además (pp. 724 – 725):





…[T]he Court has created an imposing doctrine which seems to be at some variance with the political attitude of certain States towards what ought to be the basis of the Court’s jurisdiction.





*


*	*





…[H]esitation over the practical wisdom of the Court’s attitude is necessarily strong and,


 so far, unresolved.





… ((L(a Corte ha creado una doctrina que se impone que parece tener algunas diferencias con la actitud política de ciertos Estados hacia lo que debe ser la base de la competencia de la Corte.





*


*	*





… (V(acilación sobre la sabiduría práctica de la actitud de la Corte es necesariamente fuerte y, por el momento, está sin resolver. (Traducción de la Secretaría.)(
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